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PÁGINA 2 RESUMEN EJECUTIVO <<<<<<<<<<<<<<<

ESTUDIO EXPLORATORIO ELABORADO BAJO LA COORDINACIÓN 
ACADÉMICA DEL EQUIPO DE INVESTIGACIÓN DEL OBSERVATORIO  
DE DERECHO PÚBLICO DE BARCELONA (IDP), EN EL MARCO  
DEL PROYECTO DE COMUNICACIÓN E INCIDENCIA POLÍTICA  
“EL CAMINO IMPOSIBLE: DERECHO A MIGRAR Y REFUGIO”  
IMPULSADO POR LA COOPERATIVA DE COMUNICACIÓN QUEPO.

Uno de los objetivos principales del informe es evidenciar los obstáculos que 
los sistemas regulatorios introducen para la movilidad humana transnacio-
nal. El estudio representa un esfuerzo por identificar y sacar a la luz aquellos 
obstáculos que permean el sistema legal existente de acceso al territorio del 
Estado Español y la Unión Europea y a las distintas formas de protección. Su 
objetivo último es permitir entender por qué las personas en proceso de mo-
vilidad emplean vías peligrosas e inseguras.

En primera instancia, la investigación facilita una aproximación al marco ju-
rídico que regula la movilidad humana transnacional, examinando diversos 
instrumentos jurídicos vinculantes para los Estados en relación con la mo-
vilidad de las personas y el respeto de los derechos humanos, los tratados y 
convenios internacionales, entre otros. Por un lado, este análisis resalta que 
el sistema regulatorio responde a la tensión entre dos lógicas opuestas: el de-
recho de los Estados a fijar su propia política migratoria y las limitaciones que 
derivan de convenios internacionales, es decir, el respeto de los derechos hu-
manos. Por otra parte subraya cómo la rígida categorización entre personas 
refugiadas y migrantes por motivos económicos no aborda adecuadamente la 
complejidad de situaciones existentes ya que, en la práctica, se generan flujos 
de entrada mixtos que son afrontados por los Estados desde una perspectiva 
prácticamente similar.

Además, en el estudio se cuestiona firmemente la idea por la cual, frente al 
ámbito subjetivo de la protección internacional, el resto de personas que 
quieren ejercer la movilidad transnacional, lo harían de forma voluntaria y 
con objetivos económicos, por lo que entrarían dentro de la categoría de mi-
gración económica.

De esta forma, la dicotomía entre protección internacional y migración eco-
nómica genera una serie de zonas grises en las que las personas quedan ex-
cluidas de los derechos que debería originar su situación. Una dicotomía que 
requiere adoptar una perspectiva de género que dé cuenta de las necesidades, 
dificultades y situaciones de vulnerabilidad específicas que experimentan las 
mujeres y niñas, así como las personas LGTBI+, en todas las etapas del ciclo 
migratorio (origen, tránsito y destino) y desde un enfoque interseccional.



PÁGINA 3 Por ello, cuando en las fronteras exteriores debe discernirse cuáles son los 
motivos de viaje de cada persona o familia, a efectos de activar los procedi-
mientos correspondientes a su situación, la llegada de ‘mixed flows” dificul-
ta el deslinde de situaciones y produce prácticas de rechazo que suponen la 
imposibilidad de desarrollar de forma legal y segura los movimientos migra-
torios hacia la Unión Europea. A través de la exploración, en el apartado se-
gundo, de propuestas académicas y de diversas organizaciones que intentan 
identificar aquellas categorías intermedias que constituyen el concepto de 
“zonas grises”, se busca demostrar que no es ni adecuado ni realista partir de 
una categorización tan rígida de las tipologías de movilidad.

El informe trata de proponer un enfoque más integral que refleje la compleji-
dad de las situaciones migratorias y promueva también el estudio de la movi-
lidad humana desde una perspectiva de género. Para superar la mencionada 
dicotomía conceptual entre protección internacional y migración económi-
ca, se exploran, en el apartado tercero, conceptos clave como el de vulnera-
bilidad y tercer país seguro, así como las situaciones fácticas que dan lugar a 
vías legales y seguras. Cabe recordar que detrás de la interpretación que se da 
a ciertas categorías jurídicas se esconde la política de control de los Estados y 
que por lo tanto, la mirada jurídica no puede aislarse de la política.

En este sentido, es crucial reconocer que las situaciones vividas por las per-
sonas en proceso de movilidad se transforman a lo largo de todo el proceso 
migratorio y que la inexistencia o falta de efectividad de vías legales y segu-
ras aumenta de forma proporcional las situaciones de vulnerabilidad. A este 
propósito, el informe toma en consideración que, a la hora de analizar las si-
tuaciones de riesgo vividas por las personas en procesos de movilidad es fun-
damental considerar el impacto de los roles y estereotipos de género y estruc-
turas de poder basadas en las relaciones de género, en todas las etapas del ciclo 
migratorio. Es evidente que estos impactos, sin que en sí mismos determinen 
de forma automática la existencia de una situación de vulnerabilidad, sí pue-
den resultar generadores de vulnerabilidades específicas en especial para las 
mujeres y niñas migrantes , así como conllevar la maximización de otras de 
las vulnerabilidades a las que estas se exponen.

Posteriormente, en el apartado quinto, se busca visibilizar los mecanismos de 
entrada regular en el territorio español, identificando vías legales y seguras y 
destacando los obstáculos que vacían de contenido las mismas. Con este obje-
tivo, se lleva a cabo un análisis que, sin la ambición de ser exhaustivo, identifi-
ca las principales formas legales y regladas de acceso al territorio español, se-
gún una partición basada en los distintos tipos de necesidades de movilidad.

Esta recopilación incluye las vías de acceso que responden a situaciones de 
riesgo y persecución, vinculadas a necesidades de protección internacional. 
Entre estas se encuentran: las solicitudes de protección internacional en fron-
tera, las solicitudes de protección internacional presentadas en embajadas es-
pañolas en el extranjero, la concesión de visados humanitarios, la protección 
temporal, el reasentamiento y el resto de las vías complementarias. También 
se recopilan canales de ingreso adicionales que pueden estar relacionados, 
aunque de manera menos directa, con necesidades de carácter humanitario. 
Por último, se delinean las vías específicas destinadas a la migración por mo-
tivos familiares y laborales.



PÁGINA 4 El panorama general que emerge de este análisis brinda una visión clara de 
cómo, a pesar de que el Estado español cuenta con diversos instrumentos ju-
rídicos que teóricamente posibilitarían la entrada regular de personas, en la 
práctica, los obstáculos sistémicos y derivados de la praxis, forman un com-
plejo entramado de barreras que mina significativamente la eficacia de dichos 
canales de ingreso.

El análisis de mecanismos y obstáculos sirve como elemento clave del informe 
que impulsa las conclusiones del mismo y permite afirmar que los obstácu-
los detectados para cada vía de acceso legal a España, se han convertido 
en política, en el marco de una consolidada estrategia (estatal y europea) 
de obstaculización del acceso al territorio que pone en riesgo el derecho a 
migrar y a buscar protección.

Esta es la principal conclusión del informe: los estados han desarrollado 
una política de obstaculización de Vías Legales y Seguras. A través de po-
líticas de securitización y control de fronteras, los Estados y la Unión desplie-
gan una batería de acciones, medidas e instrumentos dirigidos a incrementar 
las dificultades de acceso al territorio.

Se trata de una verdadera obra de ingeniería jurídica que ha abierto camino a 
un juego combinado entre un determinado diseño del sistema pero también 
de una precisa praxis en su aplicación cotidiana. Es en esta lógica que se pue-
de hablar de política de obstaculización en cuanto al sistema de vías de entra-
da legales al territorio.

En este sentido, cabe resaltar también que los criterios de admisión estable-
cidos por las políticas europeas y nacionales de gestión de los flujos migrato-
rios se rigen con un entramado de discriminaciones sistematizadas en razón 
de nacionalidad, condición económica, género y raza, entre otros, que hacen 
que se cree un complejo pero manifiestamente tolerado sistema selectivo que 
acepta a unos y deja fuera a otros. En la perpetración de estas discriminacio-
nes estructurales, la voluntad política de los Estados y del conjunto de la UE 
es crucial en cuanto a la activación y puesta a disposición de vías legales de 
entrada, como en el caso de la exención de visado o de la reciente aplicación 
de la Directiva de protección temporal.

Puede afirmarse que la política de obstaculización va más allá del estableci-
miento de un control de entrada estricto, invirtiendo el orden de valores y 
los parámetros jurídicos sobre los que se funda el Estado, pues utiliza todos 
los medios posibles para lograr impedir el acceso al territorio, desconociendo 
muchas veces mínimas exigencias de respeto de los derechos humanos, justi-
cia o solidaridad.



PÁGINA 5 Cabe señalar, además, que la mencionada política de obstaculización se multi-
plica por los veintisiete Estados miembros de la UE y que las distintas políticas 
confluyen en una misma estrategia, haciendo que se acumulen los obstáculos 
y haya interconexión entre ellos. En el plano de la praxis, la acción conjun-
ta de los Estados miembros intensifica los obstáculos y desincentiva trámites 
justos, permitiendo que la arbitrariedad juegue un papel fundamental.

Si el objetivo final de este informe era entender por qué las personas en proce-
so de movilidad emplean vías inseguras y peligrosas, la conclusión es que los 
canales legales de acceso al territorio y a la protección son escasos y complejos 
en las previsiones normativas y, en la práctica, casi inaccesibles. El estudio 
permite concluir que el propio sistema migratorio es incoherente y que las 
políticas que lo conforman buscan obstaculizar los procesos migratorios, a ve-
ces de forma manifiesta pero también en muchas ocasiones de forma oculta.


